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Radicación Nro. 

:
66001-22-05-001-2009-00055-00

Proceso


:
ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante

:
MARÍA NELLY LADINO MANSO 

Accionados
MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL y el FONDO NACIONAL DE VIVIENDA – FONVIVIENDA-.
Providencia

: 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Tema                              : 
Los desplazados por la violencia que recibieron la totalidad de los subsidios para vivienda dispuestos por el Gobierno Nacional, no pueden solicitar el otorgamiento de una suma adicional con posterioridad, porque la ley claramente indica que a tal beneficio sólo se puede acceder una sola vez, por lo tanto, si la entidad encargada de reconocer esos auxilios se niega a otorgarlos nuevamente, no incurre en violación de los derechos fundamentales del desplazado.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 095 del 03 de noviembre de 2009

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por la señora María Nelly Ladino Manso, contra el MINISTERIO AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL y el FONDO NACIONAL DE VIVIENDA –FONVIVIENDA- que pretende la protección del derecho fundamental a la igualdad y el que denominó como “a la vivienda completa”.


El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Pretende la accionante a través de éste medio de protección constitucional que le sean amparados los derechos vulnerados, y de ser posible le sean reconocidos los recursos necesarios para acceder a la vivienda.

II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata de la señora María Nelly Ladino Manso, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía N° 33.915.966 de Quinchía, Risaralda, domiciliada en la ciudad de Dosquebradas Risaralda, donde reside en la Manzana R, Casa 7 del Barrio Martillo.
III. AUTORIDADES ACCIONADA Y VINCULADA
Se trata del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, representado legalmente por el señor Ministro, doctor Carlos Costa Posada; y del Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVENDA-, entidad adscrita al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, representado legalmente por la Directora Ejecutiva, doctora Luz Ángela Martínez Bravo.
IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental a la igualdad y al que denominó como “a la vivienda completa”..

V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta la accionante que es desplazada desde hace siete años; que en el año 2004 se postuló para acceder al subsidio de vivienda, recibiendo en el año 2005 subsidio de arrendamiento.

Que en el 2007 se postuló nuevamente para obtener el beneficio y le fue entregada la parte restante del total del subsidio. Que con la suma entregada ($5´420.000.00) no ha podido adquirir su vivienda.
Finalmente expresa que es madre cabeza de familia y tiene a su cargo a sus tres hijos menores de edad.

VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término otorgado para dar respuesta a la presente acción, la accionada y la vinculada, presentaron respuesta a la acción en los siguientes términos:

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL:
Expresa que ninguno de los hechos expuestos por la accionante son de su conocimiento, porque el trámite para acceder al subsidio de vivienda, se adelantó ante el Fondo Nacional de Vivienda por ser ésta la entidad encargada de reconocer dicho beneficio. 
Se opone a la prosperidad de la acción, toda vez que no ha vulnerado los derechos de la accionante, configurándose una falta de legitimación en la causa por pasiva e insiste en que a esa entidad no le corresponde otorgar subsidios de vivienda, solicitando por lo tanto se deniegue el amparo solicitado.
Finaliza indicando cuales son las funciones legales del Ministerio y detalla cual ha sido el tratamiento que se ha dado al hogar de la accionante y su situación actual.

FONDO NACIONAL DE VIVIENDA – FONVIVIENDA-:
Por su parte el Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA- dio respuesta a la acción, manifestando que como entidad encargada de las políticas de vivienda, interés social y especialmente como otorgante de subsidios familiares de vivienda de interés social para población en situación de desplazamiento, de acuerdo con la postulación realizada el 7 de diciembre de 2004 ante la Caja de Compensación Familiar de Pereira Risaralda y el lleno de todos los requisitos, entregó a la señora María Nelly Ladino, a título de subsidio de arrendamiento para vivienda urbana en modalidad de reubicación, el valor de $4.475.000.oo, posteriormente, frente a la nueva postulación en la convocatoria del Año 2007, mediante Resolución 510 del 20 de diciembre del mismo año, le reconoció a la accionante, la suma de $5.768.750 correspondiente al excedente del subsidio otorgado en el año 2004, valor que por decisión suya, fue asignado para la adquisición de vivienda nueva o usada, en esos términos, y de conformidad con las normas que reglamentan la entidad, señala que existe para la entidad “la prohibición de otorgar mas de una vez a un mismo beneficiario el subsidio de vivienda de interés social”, por tal motivo solicita que se declare improcedente la acción de tutela, porque ha actuado conforme a derecho y en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante.
VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿La negativa de la entidad encargada de reconocer subsidios de vivienda para la población desplazada, vulnera los derechos fundamentales del desplazado que ya había accedido a ellos, teniendo en cuenta que la legislación vigente indica que el citado auxilio sólo puede recibirse por una única vez?
La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.

El busilis esencial y sobre el cual recaen las pretensiones invocadas por la accionante dentro del presente asunto, se circunscribe a verificar si existen en este caso concreto fundamentos de hecho y de derecho para proceder al amparo constitucional del derecho a la vivienda digna.
El derecho a una vivienda digna se encuentra establecido en el artículo 51 de la Constitución Política:
“Artículo 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.”
En cuanto a este derecho, debe manifestarse que años atrás la jurisprudencia constitucional no admitía su protección tutelar, por tratarse de un derecho que hacía parte de los denominados sociales, económicos y culturales; sin embargo, a partir del año 2008
, dicha tesis empezó a cambiar y ahora se admite su procedencia cuando se trata de la protección de otros derechos de carácter subjetivo, que exigen del Estado unos mandatos de abstención y de acción en pro, de la concreción de la garantía de la vivienda.

Pues bien, respecto al carácter de derecho fundamental, ha expresado la Corte Constitucional:

“Concretamente sobre los subsidios de vivienda, la política de atención para los desplazados ha previsto este tipo de ayudas para la fase de la consolidación y reasentamiento de la población ya sea en su lugar de origen o en los centros urbanos donde están ubicados. En relación con el derecho fundamental involucrado, el precedente reiterado de esta Corporación ha establecido que a partir del artículo 51 de la Constitución, dada la especial situación de las personas desplazadas, la vivienda digna es en estos casos un derecho fundamental que puede ser protegido por medio de la acción de tutela, pues para la Corte no es ajeno el hecho de que este grupo poblacional ha sido expulsado de sus viviendas, sin que puedan acceder de forma ágil y oportuna a soluciones de vivienda al lugar de arribo, situación que puede conducir a la afectación de otros derechos fundamentales, como la salud, el mínimo vital, etc.

La reglamentación de la vivienda para la población desplazada se encuentra consignada en el Decreto 951 de 2001 que se encargó de definir los subsidios y sus distintas modalidades, previendo que la entidad encargada de su manejo es el Fondo Nacional de Vivienda-Fonvivienda, entidad adscrita al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.”
 (Subrayado nuestro).

Ahora, respecto de la protección de los derechos de los desplazados la Corte Constitucional, ha manifestado lo siguiente:
“Cuando el Estado incumple con su deber de suministrar atención y ayuda a la población desplazada, para que cese la vulneración masiva de los derechos fundamentales de estas personas que son víctimas de la violencia, ha considerado la Corte que es la tutela el mecanismo idóneo y expedito para la protección de los derechos fundamentales de que son titulares estos grupos marginados, particularmente, ante la inexistencia de otros mecanismos de defensa que garanticen la protección efectiva y real de los citados derechos, frente a una situación de inminencia como la vivida por los desplazados”
. 

Pues bien, la protección de la población desplazada se concreta con el otorgamiento de subsidios de vivienda, sólo que para que ello sea posible, es necesario que quienes ostenten tal calidad – la de desplazado-, reúnan ciertos requisitos y la prueba de que, efectivamente se ha omitido la protección, atención y ayuda por parte del Estado.
El otro problema que surge, es determinar a qué entidad le corresponde la atención de las pretensiones de la accionante, dado que el Ministerio accionado afirma que no es responsabilidad suya, sino del Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA-. 

De acuerdo con ello, es necesario acudir a la Ley 387 de 1997, que regula lo atinente a las necesidades de vivienda de la población desplazada, dicha norma en el artículo 19 establece lo siguiente:
“ARTICULO 19. DE LAS INSTITUCIONES. Las instituciones comprometidas en la Atención Integral a la Población Desplazada, con su planta de personal y estructura administrativa, deberán adoptar a nivel interno las directrices que les permitan prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la población desplazada, dentro del esquema de coordinación del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada. 

Las instituciones con responsabilidad en la Atención Integral de la Población Desplazada deberán adoptar, entre otras, las siguientes medidas: 

(…)

14. El Instituto Nacional de la Reforma Urbana, Inurbe, desarrollará programas especiales de vivienda para atender las necesidades de la población desplazada por la violencia.” 

Como se puede observar correspondía al Instituto Nacional de la Reforma Urbana –INURBE-, desarrollar los programas especiales de vivienda para la población desplazada; decimos correspondía, toda vez que el Gobierno Nacional ordenó su supresión y liquidación a partir del 31 de diciembre de 2.007, entrando a cumplir sus funciones el Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA-, tal como lo dispone el Decreto 555 de 2.003, amén que ello es admitido por dicho fondo en la contestación de la presente acción de tutela (fls.32 s.s.), por lo tanto, es dicha entidad la llamada a responder por lo solicitado por la accionante, que para el caso concreto, es que se le complete el subsidio de vivienda recibido en el año 2004.
Del mismo modo, el Ministerio de Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, también tendría incidencia en la decisión a tomar, toda vez que conforme al artículo 1° del Decreto 875 de 2.006, que modificó el parágrafo 1º del artículo 12 del Decreto 975 de 2004, es el ente encargado de determinar los recursos que se destinarán a la atención de las necesidades de vivienda de la población desplazada:
“Artículo 12, Parágrafo 1º. Del total de recursos disponibles en el Presupuesto Nacional para cada vigencia destinados a subsidios familiares de vivienda urbana el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial determinará aquellos que destinará a la atención de la población desplazada, víctimas de atentados terroristas, desastres naturales y demás población considerada especial de acuerdo con la ley. Igualmente, señalará los recursos que serán destinados a la atención de los diferentes procesos establecidos en la normatividad vigente para la asignación del subsidio familiar de vivienda. Esta distribución se hará mediante resolución expedida por el Ministerio y publicada en el Diario Oficial”.
Así que, tanto el Ministerio accionado como la entidad adscrita a él y vinculada oficiosamente por esta Corporación, están llamados a responder por las presuntas vulneraciones a los derechos fundamentales de la accionante.

Respecto de la accionante, debe indicarse que para ser beneficiaria de los subsidios de vivienda, debió demostrar en su momento el cumplimiento de todos los requisitos establecidos en las normas que regulan el asunto, para poder acceder a los auxilios que se le otorgaron en los años 2004 y 2007, motivo por el cual, esta Corporación no se detendrá en ese análisis.
Ahora bien, en relación con  las características del subsidio, el Decreto 951 de 2001, establece:

“Artículo 1°. Del subsidio familiar de vivienda para población desplazada. Tal como lo establece el artículo 6° de la Ley 3ª de 1991, el Subsidio Familiar de Vivienda es un aporte estatal en dinero o especie, otorgado por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitarle una solución de vivienda de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la modifiquen o adicionen. (Negrillas nuestras).
(…)”

Del contenido de las pruebas obrantes en el plenario, se constata que a la accionante y a su familia no le han sido negados los beneficios a los que se hacen merecedores por su condición de desplazados, porque como lo informó la propia accionante y lo asintieron las accionadas, no sólo se le ha suministrado un subsidio, sino que fueron dos, uno en la modalidad de arriendo en el año 2004 por valor de $4.475.000, y otro en la modalidad de adquisición de vivienda nueva o usada en el año 2007 por valor de $5´421.250, lo que significa que ya fue acreedora del subsidio familiar de vivienda.

Recuérdese que el artículo 1° del Decreto 951/01 citado precedentemente, establece que el subsidio familiar de vivienda, es otorgado por una sola vez al beneficiario, y si de acuerdo con lo anterior, la accionante ya lo recibió, no es dable afirmar que las accionadas han incurrido en una vulneración de los derechos fundamentales de la accionante.

Ahora bien, las diferentes formas en que se encuentra concebido el subsidio de vivienda para la población desplazada, se relacionan en el artículo 14 del Decreto 951 de 2001, así:

“ARTÍCULO 14. VALOR DEL SUBSIDIO. Para la población desplazada el valor del subsidio de vivienda será el siguiente:

1. Construcción o compra de vivienda nueva o usada y construcción en sitio propio: Hasta veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, en las zonas urbanas y hasta y dieciocho (18) salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando se aplique a zonas rurales.

2. Mejoramiento de vivienda y adquisición de materiales para construcción: En  zonas rurales será entre 10 y 15 salarios mínimos legales mensuales vigentes y,  en zonas urbanas será hasta de 12.5 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

3. Arrendamiento: Hasta de 12,5 salarios mínimos mensuales vigentes.

Los recursos del subsidio de vivienda para población desplazada serán entregados al oferente, vendedor o arrendador, una vez se demuestre el cumplimiento de las condiciones establecidas para el efecto por las entidades otorgantes”
De la norma transcrita se colige que el subsidio de vivienda a que tienen derecho los desplazados puede ser destinado para:

· Arrendamiento

· Mejoramiento de vivienda y adquisición de materiales para construcción

· Compra de vivienda nueva o usada.

En el caso de marras – se itera-, se encuentra probado que la accionante se postuló y recibió en el año 2004 subsidio de vivienda en la modalidad de arrendamiento, por valor de $ 4´475.000.00.

Por su parte, el artículo 1° del Decreto 2100 de 2005, que modificó el artículo 12 del Decreto 951 de 2001, consagra la posibilidad de que el beneficiario del subsidio de arrendamiento – como en el caso de la accionante-, se postule nuevamente para beneficiarse del subsidio para compra de vivienda nueva o usada o el restante de arrendamiento, pero sólo por el monto que resulte entre el valor asignado inicialmente y el monto máximo de subsidio a que haya lugar”, lo que indica que la señora Ladino Mansa tenía la posibilidad de postularse por segunda vez, bien fuera para completar los 24 meses de arrendamiento o bien, para acceder a la diferencia de lo recibido por arrendamiento y el monto total del subsidio para adquisición de vivienda.
De acuerdo con lo anterior, procederá esta Colegiatura a determinar si los valores desembolsados por FONVIVIENDA a favor de la señora María Nelly Ladino, efectivamente correspondían a la totalidad del subsidio dispuesto para esa época –año 2004-, para la población desplazada.
En la respuesta allegada por FONVIVIENDA, se indica que el subsidio de vivienda para la población desplazada en la actualidad asciende a la suma de $ 12´422.500, esto es, al equivalente a 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por lo tanto, se infiere que el valor del subsidio para el año 2008 fue de $ 11´537.500, para el 2007 de $10´842.500, para el año 2006 de $10´200.000, para el año 2005 de 9´537.000 y para el año 2004 –fecha de la 1ª postulación- de $8´950.000.
Entonces, si la señora María Nelly Ladino Manso recibió en el año 2004 la suma de $4´475.000, y para ese año el valor total del subsidio ascendía a 8´950.000 (25 S.M.L.M.V.), se colige que recibió la mitad de la suma a que tenía derecho a recibir, hecho que motivó que en el año 2007 se volviera a postular para recibir el porcentaje del auxilio que le hacía falta, esto es, los restantes 12.5 salarios mínimos mensuales vigentes – S.M.M.V. como lo permite el artículo 12 del Dto. 951 de 2001.
Luego, si en el año 2007 la accionante recibió la suma de $5´421.250 – 12.5 S.M.M.V. de 2007-, se infiere que la entidad accionada, completó el 100% del subsidio familiar de vivienda a que tenía derecho la accionante a la fecha de la segunda postulación, así que, no puede pretender la actora, pedir que se le asigne nuevamente un aporte estatal, a sabiendas que ya se benefició de él.

Así las cosas, no se advierte por este despacho vulneración a derecho fundamental alguno, toda vez que la accionante y su familia han sido atendidos en debida forma por las entidades encargadas de ello, por lo que no hay lugar a tutelar derecho fundamental alguno.


Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución
VIII. RESUELVE

PRIMERO: DENEGAR la tutela de los derechos fundamentales invocados por la señora MARÍA NELLY LADINO MANSO, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

TERCERO: En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados, 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
� Sentencia T-585/2008


� Sentencia T-57 de 2008 de enero 29 de 2.008. M.P. Jaime Córdoba Triviño.  


 


� Sentencia T-1346 de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil. Al respecto ver también, entre otras, la sentencia T-227 de 1997. M.P. Alejandro Martínez Caballero.
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